

C.A. de Santiago

Santiago, veinte de marzo de dos mil veintiséis.

Al folio 12; téngase presente.

VISTOS Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO: Que, comparece XX XX XX XX, ex

carabinero, interponiendo acción constitucional de protección en contra de

Carabineros de Chile, con el fin de que se declare ilegal y arbitraria la

Resolución Exenta N° 7 de 28 de agosto de 2025, dictada por el Prefecto de

la Prefectura Santiago Central, por la cual se dispuso su baja de las filas de la

institución por “conducta mala” con efecto inmediato, sin derecho a pensión

de retiro, pago de desahucio ni de asignación familiar, vulnerando las

garantías constitucionales consagradas en el artículo 19 N° 1, 2, 3 inciso

quinto, 16 y 24 de la Constitución Política de la República.

Refiere que ingresó a la institución recurrida el 29 de enero de 2018,

donde se mantuvo hasta el 29 de agosto de 2025, como Cabo 2° en la 52°

Comisaría Rinconada de Maipú, dependiente de la Prefectura Rinconada,

manteniendo hasta esa fecha buena conducta, habiendo cumplido 8 años y 8

meses de servicio efectivo, sin sanciones y habiendo sido calificado el año

2024 en Lista 2, satisfactoria.

En la resolución recurrida se señala que el 28 de agosto de 2025,

siendo aproximadamente las 16:30 horas, estando en calidad de franco y de

civil, esperando locomoción colectiva para trasladarse a su domicilio, tuvo

una discusión con uno de sus amigos que se salió de control, siendo agredido

en el lugar y “teniendo la obligación de repeler la agresión”, situación captada

por carabineros que transitaban por el lugar.

En forma inmediata los funcionarios de servicio adoptaron el

procedimiento, calmando la situación, quedando ambos participantes de la

discusión en buenos términos y sin la intención de efectuar denuncias.

Agrega que al notar que no había gravedad en los hechos se identificó

en la unidad policial como funcionario activo de carabineros, para

transparencia en el procedimiento, lo que fue mal visto por el personal,

comenzando malos tratos y procediendo a dar cuenta administrativa de los

hechos, lo que finalmente se tradujo en que tomara conocimiento el Prefecto

de servicio de la Prefectura Santiago Central, quien determinó que al existir
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una denuncia por el delito de lesiones leves informada al Ministerio Público

eran tan graves que mantenerlo en la institución no era conveniente.

Cuestiona que el Mando de Repartición no lo recibió en audiencia, no

escuchó sus descargos y no le dio la oportunidad de ejercer su derecho a ser

oído y dar su explicación y versión de los hechos, dejándolo en completa

indefensión y tomó la determinación de eliminarlo de la institución por

conducta mala con efecto inmediato, sin considerar que no sólo lo privaría de

su actual trabajo sino que de poder trabajar fuera de ella, por la causal de

eliminación, y de su salud al no poder acceder al sistema de previsión

institucional, así como de su derecho a un debido proceso, pues se determinó

una medida desproporcionada que una vez ya estando fuera de la institución

será investigada por la Fiscalía Local de Rancagua y por la Fiscalía

Administrativa de la Prefectura Colchagua.

Da cuenta que el 2 de septiembre de 2025 se ordenó la instrucción del

sumario administrativo, que se encuentra en etapa de investigación, con el fin

de establecer fehacientemente las circunstancias en que ocurrieron los

hechos y establecer las responsabilidades administrativas derivadas de los

hechos que dieron origen a la baja.

Argumenta que lo actuado es ilegal por la calificación del delito que

hace la resolución recurrida, en circunstancias que la calificación de la

investigación penal es de lesiones leves.

Sostiene que si bien la normativa que rige a la institución faculta al jefe

que ordene la instrucción del sumario proceder a la eliminación de las filas,

deben cumplirse ciertas condiciones, consistentes en que se trate de un

hecho que haga presumir que tiene responsabilidad en un crimen o simple

delito, en los términos del artículo 127 N° 4 letra b) del Reglamento de

Selección y Ascensos del Personal de Carabineros N° 8, la que debe ser

establecida en sentencia ejecutoriada; cuando la comisión de una falta que

de origen a un sumario administrativo o investigación fuere de tal gravead

que haga inconveniente la permanencia del funcionario en la institución; o

que el inculpado confiese su responsabilidad o esta se haga evidente.

Indica que es evidente de la resolución recurrida que el actor no se

encuentra en ninguna de las hipótesis descritas, siendo abiertamente ilegal lo

resuelto, en tanto al momento aún no se encuentra investigado, inculpado ni
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menos formalizado por crimen o simple delito, sino por cuasidelito de

homicidio, pudiendo incluso la causa no iniciarse por haber sido solucionado

el problema con el otro participante en el lugar, siendo incluso él la víctima de

las lesiones leves.

Entiende que se ha vulnerado su derecho a la integridad psíquica, pues

él y su familia se han visto expuestos a daño psicológico y emocional, viendo

terminada su carrera antes de que exista sentencia judicial condenatoria o

que se haya determinado su responsabilidad administrativa, sin poder

encontrar trabajo y sustento para su familia, además de estar expuesto a la

estigmatización social y entre sus pares que significa ser un carabinero dado

de baja por la razón citada.

Se vulnera gravemente el derecho de igualdad ante la ley, pues la

resolución que lo dio de baja se funda en criterios discrecionales sino

derechamente arbitrarios. La medida no cumple el fin que el ordenamiento le

ha dado, impedir que un funcionario confeso de un crimen o simple delito

cuya responsabilidad resulte evidente continúe desarrollando sus funciones,

situándolo en una posición de desigualdad no sólo respecto de quienes se ha

tramitado un procedimiento similar, sino que frente a quienes deberá competir

para lograr un puesto de trabajo.

Igualmente, postula, la autoridad que dictó la resolución se erige como

un verdadero tribunal, juzgando conductas y estableciendo relación de

causalidad directa entre la gravedad de los hechos y la medida adoptada,

incluso haciendo una imputación, sin evidencia contundente ni esperar una

investigación ni sentencia, con el objeto de utilizar este procedimiento

especial para derechamente imponer una sanción.

Se vulnera, además, a su entender, la libertad de trabajo, en tanto la

sola circunstancia de encontrarse sometido a un procedimiento sumarial

inconcluso y ser destinatario de una resolución como la cuestionada,

constituye en la práctica una verdadera carga que condiciona la decisión de

una eventual contratación.

Además, plantea, se vulnera gravemente su derecho de propiedad

sobre la titularidad y estabilidad en el cargo, teniendo la legítima expectativa

de pasar prontamente a retiro con los beneficios sociales que ello conlleva.
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Finaliza solicitando que se acoja la acción, debiendo adoptar las

medidas necesarias para restablecer el imperio del derecho, protegiéndolo y

dejando sin efecto el citado acto administrativo por ser ilegal, arbitrario y

desproporcional.

SEGUNDO: Que informado la recurrida solicita el rechazo de la acción,

con expresa condena en costas.

Confirma la fecha e identificación de la resolución cuestionada por el

recurrente, agregando que el actor se encontraba en comisión de servicio en

la Tercera Comisaría Santiago Central, de dependencia de esa Prefectura

Santiago Central, quien fue dado de baja de las filas de la institución a contar

de las 00:00 horas del día siguiente a su notificación, de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 127 N° 4 letra a) del Reglamento de Selección y

Ascenso del Personal N° 8, en concordancia con el artículo 25 N° 9 del

Reglamento de Disciplina de Carabineros de Chile N° 11, por haber incurrido

en faltas graves, cuya naturaleza lesionan gravemente el prestigio de la

institución, toda vez que el 28 de agosto de 2025 alrededor de las 16:40

horas, estando de franco, vestido de civil y entrante de servicio al tercer turno,

en servicio de la 3° Comisaría de Santiago, fue sorprendido por dotación de la

Tenencia de Carreteras Cachapoal, en evidente estado de ebriedad, además

de presentar lesiones visibles en el rostro. Al ser consultado, manifestó haber

tenido una discusión que finalizó en una agresión con un individuo que

identifica. Se procedió a la detención de ambos y confección de Parte Policial

del día siguiente, destinado a la Fiscalía Local de Rancagua, por el delito de

lesiones leves, demostrando con ello el ex funcionario una conducta

reprochable que vulnera las normas que reglan el sistema disciplinario de la

institución.

Afirma que así el actor incurrió en la falta tipificada en el artículo 22 N°

1 letra d) del Reglamento de Disciplina referido, consistente en “observar

conducta impropia para con la familia o en otros actos de la vida social o

privada y que trasciendan a terceros”, al haber sido sorprendido en la vía

pública en evidente estado de ebriedad, además de atribuírsele haber

participado en una riña, resultando ambos involucrados con lesiones leves,

siendo detenido y dado cuenta del hecho a la Fiscalía Local de Rancagua y al

Juzgado de Policía Local de Olivar.
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Igualmente, entiende, incurrió en la falta del artículo 22 N° 3 letra a) del

Reglamento en cuestión, consistente en “no cumplir con el debido interés los

deberes policiales, profesionales o funcionarios, considerándose como

agravante la circunstancia que con ello se contribuye a la comisión de hechos

delictuosos”, por las razones ya reseñadas.

Da cuenta que en la resolución se estableció que el recurrente ingresó

a la institución el 29 de enero de 2018, computando menos de 20 años de

servicio efectivo, por lo que no le asiste el derecho e impetrar pensión de

retiro, pago de indemnización de desahucio ni de asignación familiar,

conforme con el artículo 57 de la Ley N° 18.961, en concordancia con los

artículos 82 y 136 de DFL N° 2 de 1968.

Igualmente, se dispuso que por tener más de tres años de servicio

tiene derecho a la devolución de las imposiciones cotizadas al fondo de

desahucio, sin intereses; los aportes en la Comisión de Acción Social; las

cotizaciones en el Fondo de Ahorro Habitacional; y el rescate de la póliza de

seguro de vida.

Continúa haciendo presente que se dejó constancia que no se fijaría

nota de conducta hasta el término del sumario administrativo, que será

instruido por la Fiscalía Administrativa Prefectura Cachapoal, y que la medida

de baja de las filas tiene carácter condicional y está sujeta al resultado final

del indicado sumario administrativo.

Menciona que en lo concerniente a las medidas disciplinarias que

pueden aplicarse respecto del personal de nombramiento institucional, el

artículo 23 N° 2 letra e) del Reglamento de Disciplina N° 11 contempla la de

baja con efectos inmediatos por mala conducta.

Por su parte, el artículo 127 del Reglamento de Selección y Ascenso

del Personal N° 8, dispone que el personal de nombramiento institucional

puede ser eliminado de la institución por determinadas causales, dentro de

las causales en su N° 4 prevé la “conducta mala”, establecida en sumario

administrativo o por investigación simple, por la comisión de faltas graves de

tal naturaleza o entidad que lesiones gravemente la moralidad funcionaria o el

prestigio de la institución, el sistema jerárquico o disciplinario, que lo hagan

merecedor de esta medida; y, por asistirle responsabilidad en crímenes o
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simples delitos de la jurisdicción militar u ordinaria, establecida en sentencia

ejecutoriada.

Arguye que la regla general es que la baja de un funcionario en razón

de faltas disciplinarias se produzca luego de instruirse un sumario

administrativo, pero existe de manera excepcional la posibilidad de hacerlo

con efecto inmediato y luego proceder al procedimiento disciplinario,

señalándolo así en el artículo 127 N° 4 inciso séptimo del Reglamento de

Selección y Ascensos del Personal N° 8, medida que no es definitiva,

quedando sujeta al resultado del proceso administrativo y, en caso de que el

proceso administrativo termine con la absolución del investigado o con la

aplicación de una medida que no importe la baja de las filas, se procederá a

su reincorporación y el pago de las remuneraciones que dejó de percibir

durante el tiempo que estuvo desvinculado de la institución.

Indica que esta medida y el efecto propio de no seguir pagando las

remuneraciones ha sido respaldado por la Contraloría General de la

República y por los tribunales superiores de justicia.

Sobre el estado del sumario administrativo, explica que en

concordancia con el actual artículo 84 ter de la Ley N° 18.961, habiéndose

puesto en conocimiento del Ministerio Público los hechos, corresponde su

suspensión hasta el término de la causal penal, estando en trámite la

Resolución Exenta que lo dispone.

Sobre la procedencia de la acción afirma que no existe un derecho

indubitado, pretendiendo el actor transformar esta instancia judicial en una de

revisión, lo que se aleja de su naturaleza, requiriendo el examen y cotejo de

pruebas, lo que ameritaría la apertura de un término probatorio en juicio

ordinario de competencia común, tratándose de un asunto de lato

conocimiento.

Descarta haber vulnerado alguna garantía constitucional del recurrente,

pues el procedimiento se gestó por una conducta atribuible a él y fue

dispuesto por el mando superior, dentro del marco legal y reglamentario de la

institución.

Hace presente que la supuesta afectación psicológica aludida por el

recurso no ha sido acreditada y, que de haber existido es posible entenderla
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como el efecto de una decisión que ha desagradado a su destinatario, pero

no es posible considerarla consecuencia de un acto ilegal o arbitrario.

Indica que no se configura una vulneración al principio de igualdad ante

la ley, por cuanto el acto impugnado se sustenta en causas legítimas,

específicas y objetivamente diferenciadoras, que justifican el tratamiento

conferido al actor en el marco de las facultades legales correspondientes,

como consecuencia de su conducta, unido a que el acto se ha aplicado y

seguirá aplicando a todos los funcionarios, sin distinción cuyas conductas

sean subsumibles en la hipótesis a que se refieren las normas descritas en el

acto.

Tampoco existe juzgamiento por comisiones especiales, en tanto el

acto fue dictado por la autoridad competente, el mando de la repartición, de

conformidad con las atribuciones y facultades que le reconoce la normativa

vigente, tratándose además de una medida administrativa temporal y no una

sanción, de carácter esencialmente condicional como ya explicó.

No comparte que se afecte la libertad de trabajo, pues la decisión

adoptada ha tenido como antecedente la conducta desplegada por el

recurrente, que no se ha ajustado a las exigencias y criterios de la

reglamentación interna de Carabineros de Chile, lo que generó como

consecuencia los efectos que el recurrente describe.

Sobre el derecho de propiedad, razona que esta garantía protege la

permanencia en el cargo mientras no se configure una causal legal de

cesación, y en el caso se configuró una conducta que tuvo como

consecuencia la afectación esgrimida, pero reitera que es producto del actuar

del propio recurrente. En ese sentido, la institución no lo ha privado de sus

remuneraciones, sino que dispuso conforme a derecho su baja de las filas, lo

que naturalmente imposibilita que continúe su servicio, lo que trae aparejado

que no pueda seguir pagándole legítimamente sus remuneraciones.

TERCERO: Que el recurso de protección de garantías constitucionales,

consagrado en el artículo 20 de la Constitución Política de la República,

constituye una acción cautelar o de emergencia, destinada a amparar el

legítimo ejercicio de las garantías y derechos preexistentes, que en esa

misma disposición se enuncian, mediante la adopción de medidas de

resguardo que se deben tomar ante un acto u omisión arbitrario o ilegal que
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impida, amague o moleste ese ejercicio. Luego, es requisito indispensable de

la acción de protección la existencia, por un lado, de un acto u omisión ilegal

-esto es, contrario a la ley- o arbitrario -producto del mero capricho o voluntad

de quien incurre en él- y que provoque algunas de las situaciones que se han

indicado.

CUARTO: Que, del examen de la acción de protección deducida,

según se adelantó, aparece que la parte recurrente ataca como actuación de

la recurrida Carabineros de Chile, que estima ilegal y arbitrario, la constituida

por la Resolución Exenta N° 7, de 28 de agosto de 2025, dictada por el

Prefecto de la Prefectura Santiago Central de Carabineros de Chile, que

dispuso la medida disciplinaria de baja por mala conducta, con efectos

inmediatos, estimando con ello vulneradas las garantías constitucionales

contenidas en los numerales1°,	2º, 3°, 16 y 24º del artículo 19 de la

Constitución Política de la República.

QUINTO: Que, como se desprende de lo manifestado, es requisito

indispensable de la acción de protección, la existencia de un acto u omisión

ilegal esto es, contrario a la ley o arbitrario, producto del mero capricho de

quien incurre en él y que provoque algunas de las situaciones o efectos que

se han indicado, afectando a una o más de las garantías -preexistentes-

protegidas, consideración que resulta básica para el análisis y la decisión de

cualquier recurso como el que se ha interpuesto.

SEXTO: Que, el artículo 1º del Auto Acordado de esta Corte Suprema

sobre tramitación del recurso de protección, establece que dicha acción

cautelar se interpondrá ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se

hubiere cometido el acto o incurrido en la omisión arbitraria o ilegal que

ocasionen privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de las

garantías constitucionales respectivas, dentro del plazo fatal de treinta días

corridos y contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión

o, según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticias o

conocimiento cierto de los mismos.

SÉPTIMO: Que, la medida del servicio adoptada respecto del

recurrente se funda en lo dispuesto en el artículo 127 N° 4 letra a) del

Reglamento de Selección y Ascensos del Personal de Carabineros; en

concordancia con el artículo 25 N° 9 del Reglamento de Disciplina de
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Carabineros de Chile N° 11, que dispone la baja por mala conducta,

estableciendo la primera de las disposiciones señaladas la posibilidad de

disponer la eliminación inmediata, sin expresar nota de conducta hasta la

terminación del sumario administrativo, cuando la comisión de una falta fuere

de tal gravedad que haga inconveniente la permanencia del funcionario en la

institución y el inculpado confiese su responsabilidad o esta se haga evidente.

Se tipifica como falta en el Título V, artículo 22 N° 1, letra d) y N° 3

literal a), del mismo reglamento, concurriendo las circunstancias agravantes

prevista en el artículo 33 letras a), c) y e).

Finalmente, conforme al contenido en el artículo 5, letra d), del

Reglamento de Sumarios Administrativos N° 15, se dispuso la instrucción del

sumario respectivo.

OCTAVO: Que, el artículo 36, inciso segundo, de la Ley 18.961,

Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, dispone que el personal

que vulnere sus deberes u obligaciones incurrirá en responsabilidad

administrativa conforme lo determine el Reglamento de Disciplina N° 11.

En tanto que, en el artículo 65, letra b), del Reglamento Selección y

Ascensos del Personal de Carabineros, N° 8, aprobado por Decreto Supremo

N° 5.138, de 1959 del Ministerio del Interior, dispone que no podrán continuar

en servicio activo aquellos oficiales que hubieren incurrido en violaciones

manifiestas a los principios morales o disciplinarios, de tal gravedad, que su

permanencia en las filas sea inconveniente para el prestigio institucional.

NOVENO: Que, en paralelo los mencionados hechos fueron

denunciados a la Fiscalía Local de Rancagua.

DÉCIMO: Que, como se advierte, la medida adoptada en el caso

propuesto se enmarcó en el ejercicio de facultades discrecionales basadas en

antecedentes concretos, como es la detención del recurrente que fue

comunicada al Ministerio Público y al Prefecto de su dotación, hechos que

posteriormente motivaron la apertura de un sumario, aspecto sensible dado

que afecta al Servicio, atendido el comportamiento desarrollado en los

motivos precedentes, ello sin perjuicio de la afectación a la imagen

institucional, particularmente con el estándar de comportamiento exigible, lo

que tiene un reconocimiento normativo incluso a nivel constitucional,

constituyendo una desobediencia a principios y valores éticos, morales,
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personales y funcionarios, que se basan en las especiales características de

la función policial.

UNDÉCIMO: Que, por ello las alegaciones de vulneraciones al debido

proceso no son incumbentes al presente proceso, ya que ellas más bien se

enmarcan en el ejercicio de facultades de orden normadas por la ley y los

reglamentos internos como ocurre en el presente caso, en que la normativa

expresamente permite disponer la baja de la institución con efecto inmediato,

quedando condicionada al resultado del procedimiento sumarial que se ha

aperturado por estos hechos.

En consecuencia, frente a las argumentaciones expresadas en los

motivos que preceden y de la información entregada por ambas partes,

aparece de manera evidente que el presente asunto excede -con creces- los

límites para los cuales está establecida la presente acción cautelar.

En efecto, según lo dispone el artículo 20 de nuestra Carta

Fundamental, el recurso de protección es una acción destinada a adoptar una

medida para que cese una actuación arbitraria o ilegal, esto es, contraria a la

ley o que sea producto del mero capricho de quien incurre en ella y dado su

carácter excepcionalísimo, está llamado únicamente a cautelar ciertos

derechos	fundamentales	frente	a	los	menoscabos	que	puedan

experimentarse, siendo que, en el caso propuesto, el acto recurrido emanó de

parte de las autoridades determinadas para ello, en los casos previstos por la

ley que les permiten, como consecuencia de la apreciación de antecedentes

suficientes que le permitieron disponer la separación del servicio del

recurrente, de todo lo cual no es posible advertir arbitrariedad ni ilegalidad en

su proceder, sin que esta vía suponga una suerte de instancia para volver a

analizar todos los antecedentes y lograr una diversa apreciación, como

parece entender la parte recurrente.

DUODÉCIMO: Que, por último, dentro del contexto material que se

viene reseñando, no resulta factible adoptar alguna medida de cautela a favor

del recurrente, pues la situación descrita, sin duda, queda al margen de este

arbitrio jurisdiccional que sólo tiene por finalidad determinar si un derecho

inobjetable, que sea a la vez constitutivo de una garantía constitucional, de

aquellas que protege el artículo 20 de la Constitución Política de la República,

ha sido vulnerado mediante la privación, perturbación o amenaza causada
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por una omisión arbitraria o ilegal, lo que en el caso propuesto no ha

acontecido.

DÉCIMO TERCERO: Que, como corolario de lo hasta aquí

reflexionado no puede sino concluirse que en el caso sub lite no se ha

establecido que el recurrente posea un derecho indubitado que lo habilite

para reclamar por el presente medio, circunstancias éstas que llevan a

concluir que no se dan los presupuestos que permitan acoger la presente

acción de protección y, por ende, no es posible advertir la vulneración a las

garantías constitucionales que alude.

Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en el artículo

20 de la Constitución Política de la República de Chile y en el Auto Acordado

de la Corte Suprema sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de

las Garantías Constitucionales, SE RECHAZA, sin costas, el recurso

interpuesto por XX XX XX XX en contra de Carabineros de

Chile.

Regístrese, notifíquese y archívese en su oportunidad.

N° Protección-19.788-2025.
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Pronunciado por la Quinta Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Alejandro Rivera M., Paola Danai Hasbun M. y Abogado Integrante Luis Hernandez O. Santiago, veinte de marzo de dos mil veintiseis.
En Santiago, a veinte de marzo de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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